
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto – 16 de agosto de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Dirime conflicto de competencia 

Radicación Nro. :
  

66001-22-18-000-2017-00010-00
Accionante:   

VÍCTOR HUGO FLÓREZ SALAZAR  
Accionados:     

EPS SANITA Y OTROS 
Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Tema:


TUTELA CONTRA ENTIDADES DESCENTRALIZADAS POR SERVICIOS / COMPETENCIA DE LOS JUECES CON CATEGORÍA DE CIRCUITO. [D]el asunto ha debido conocer un juez con categoría de circuito y en este caso, el Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, al que debería ser remitido el asunto. Sin embargo, se presentó una circunstancia extraordinaria que justifica además adoptar otra decisión. Como ya se dijo, con ocasión al conflicto de competencia suscitado, se ordenó la remisión de las diligencias a una Sala Mixta para que lo definiera, a pesar de lo cual el expediente se asignó por reparto al Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, quien sin percatarse de que el citado conflicto no se había resuelto, procedió a definir la cuestión con sentencia de primera instancia; impugnada esta, el proceso correspondió por reparto a otro magistrado que decidió declarar la nulidad de todo lo actuado y enviar la actuación a esta Sala Mixta con el fin de que se pronunciara sobre aquella colisión de competencia. En este contexto, considera la Sala que al haberse resuelto ya el asunto con sentencia de primera instancia, por un juez con categoría de circuito y por ende, con competencia para hacerlo, al margen del conflicto generado, debe continuarse con el trámite de la impugnación que se propuso respecto de aquella providencia. Lo anterior en razón a que no se infringe la competencia del juez por el factor funcional; atendiendo los principios de economía, celeridad y eficacia que caracterizan esta especial acción constitucional y en razón a que quien reclama pretende el amparo es una persona sujeto de especial protección constitucional, debido a que se encuentra incapacitada para laborar y sin ingresos que le permitan atender su sustento. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA MIXTA DE DECISIÓN No. 1

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

         Pereira, agosto dieciséis (16) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 420 del 16 de agosto de 2017  


Expediente No. 66001-22-18-000-2017-00010-00
Se decide el conflicto de competencia suscitado entre un magistrado de la Sala Civil Familia de este Tribunal y el titular del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quienes se rehúsan a conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Víctor Hugo Flórez Salazar contra la Empresa de Servicio Aéreo a Territorios Nacionales -Satena-, la EPS Sanitas, el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir y la ARL Sura, en la que se pidió vincular a los Ministerios de Defensa Nacional y de Transporte.
A N T E C E D E N T E S 
1. El accionante considera lesionados sus derechos al mínimo vital, a la vida digna, la salud y a la sobrevivencia. Para protegerlos, solicita se ordene a Satena o a la entidad que corresponda, restablecer el pago de sus incapacidades por enfermedad y de la prima de vuelo, con sus intereses, mientras persista tal estado o se califique la pérdida de su capacidad para laborar.

2. Por auto del 26 de mayo último, el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, a quien correspondió la demanda por reparto, en Sala Unitaria Civil Familia, se abstuvo de conocer del asunto y ordenó su envío a la Oficina Judicial para que fuera repartida entre los jueces con categoría del circuito de la ciudad. Argumentó que aunque en la demanda se pidió vincular a los Ministerios de Defensa Nacional y de Transporte, de ese escrito no se infiere que esas autoridades, por acción u omisión, hayan lesionado los derechos del actor, ya que los hechos involucran únicamente a las que fueron directamente accionadas; esto sin perjuicio de la eventual vinculación de la Aeronáutica Civil. Además, que de conformidad con el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, Satena y la Aeronáutica Civil, únicas de las entidades que tienen carácter público ya que las otras demandadas son particulares, reúnen la calidad de autoridades descentralizadas por servicios del orden nacional, pues en su orden tienen la naturaleza de sociedad de economía mixta y de unidad administrativa especial de carácter técnico especializada, adscrita al Ministerio de Transporte con personería jurídica y por tanto, el conocimiento corresponde a aquellos funcionarios de acuerdo con el Decreto 1382 de 2000.
De otro lado, estimó que no se desconoce el contenido del auto 124 de 2009 por medio del cual la Corte Constitucional impuso a los funcionarios judiciales la obligación de asumir el conocimiento de las acciones de amparo y les impide declararse incompetentes en razón a las reglas de reparto, sin embargo, de esa posición discrepa la Corte Suprema de Justicia que en casos similares ha declarado la nulidad de acciones de tutela conocidas por este Tribunal sin tener competencia para ello y las ha enviado al conocimiento de los jueces del circuito. Criterio que comparte el Consejo de Estado. 
3. El titular del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad, a quien por reparto correspondió la demanda, ordenó devolverla al despacho del citado Magistrado “proponiéndosele desde ahora, en caso de que no compartan (sic) los argumentos expuestos, el conflicto de competencia negativo a que hay lugar”. Para decidir así, consideró que en materia constitucional el criterio de la Corte Constitucional prevalece respecto del de las otras altas cortes y su precedente es claro en señalar la imposibilidad del juez de tutela de excluir “sujetos accionados dentro de una acción de tutela”, por ende la circunstancia de haberse demandado a dos entidades del orden nacional, como lo son los Ministerio de Defensa y de Transporte, hace competente para decidir el asunto a la Sala del Tribunal a la que inicialmente correspondió.   
4. Remitido el proceso nuevamente al despacho del Magistrado  Saraza Naranjo, se ordenó su envío a la Oficina Judicial –Reparto- de esta ciudad, para que se provea como corresponda, repartiéndolo a una Sala Mixta del Tribunal Superior de Pereira. Sin embargo, fue asignado al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, que lo tramitó y dictó sentencia de primera instancia.

5. Impugnado el fallo, correspondió conocer del asunto al Magistrado Edder Jimmy Sánchez Calambás de la Sala Civil Familia de esta corporación, quien decidió declarar la nulidad de lo actuado, a partir del auto admisorio de la demanda, y remitir las diligencias a esta Sala Mixta, para efecto de resolver el conflicto de competencia pendiente.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. Es la Sala Mixta de este Tribunal competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre la Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira y el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la misma ciudad,  de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
2. Para decirlo de una vez, esta Sala comparte el criterio del Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, porque: a) del escrito por medio del cual se promovió la acción, no hay cómo deducir que los Ministerios de Defensa y Transporte han amenazado o vulnerado los derechos fundamentales cuya protección invoca el demandante; b) por tanto, no hay motivo alguno para involucrarlos como sujetos pasivos de la acción; c) solo de ser necesaria su vinculación, tendría competencia el tribunal para conocer del asunto y d) dada la naturaleza jurídica de las personas contra las que directamente se dirigió la solicitud de amparo,  unas de naturaleza particular y otras públicas, del asunto debe conocer un juzgado con categoría de circuito.
Permitir la intervención de esas carteras ministeriales en el caso bajo estudio, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia, a pesar de que el artículo 13 de la ley 2591 de 1991 dice: “La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental…”

Sobre la vinculación aparente, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho: 
“Si bien el sujeto pasivo de la presente acción fue el Ministerio de Educación Nacional, del escrito de amparo no se extracta la existencia de ningún presupuesto fáctico que permita atribuirle actuación u omisión lesiva de derechos fundamentales, en tanto no se cuestiona el programa que forma parte de su política, sino justamente la gestión del administrador, calidad que precisamente recae en el Icetex. 

Entonces, es innegable que se presentó la vinculación aparente  de dicha Cartera Ministerial, situación sobre la que esta Sala ha señalado que «no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria» ( CSJ ATC, 31 mar. 2016, rad. 1687-16, reiterada en ATC, 6 abr. 2016, rad. 1930-2016). 


Por tanto, al Tribunal Superior no le correspondía decidir en primera instancia la acción de tutela en mención, ni la Corte lo es para resolver su impugnación…”

4. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es el juzgado con categoría de circuito de acuerdo con el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, porque aunque el amparo se pidió frente a entidades descentralizadas por servicios y otras de naturaleza particular, de acuerdo con el inciso final del mismo precepto, de ella debe conocer el juez de mayor jerarquía.

5. Aunque la Sala conoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, por medio del cual se impuso como obligación a los despachos judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declarar su falta de competencia cuando de aplicar las reglas de reparto se trata, acoge el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
, según el cual: 

“…la Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales. 
Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto.’ En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia de los jueces para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. 
Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento funcional de determinadas acciones de tutela. Ad exemplum, ‘[l]o accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4° del presente decreto’, siendo inadmisible que otro juez diferente resulte conociendo de un amparo en su contra, por supuesto, en las hipótesis en que eventualmente procediere el amparo contra estas altas Corporaciones de Justicia, que serían los mismos en los cuales también procedería contra la Corte Constitucional, naturalmente ajenos a la invasión o ejercicio de sus funciones constitucionales o legales privativas por otras autoridades.
Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente [ligada] con el derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ (Auto 304 A de 2007), ‘el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’ (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional). 
Análogamente, el principio de legalidad imperante en todas las actuaciones de los servidores del Estado, precisa atribuciones concretas y ninguno puede ejercer sino las confiadas expresamente en la Constitución Política y la ley, cuya competencia asigna el legislador y los jueces, dentro de un marco estricto, de orden público y, por tanto, de estricta interpretación y aplicación. ‘En idéntico sentido, razones de transcendental significación inherentes a la autonomía e independencia de los jueces (artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional) y su sujeción al imperio del ordenamiento jurídico, estarían seriamente comprometidas de limitarse las facultades y deberes de los jueces, sean ordinarios, sean constitucionales’ (ATC, 13 may. 2009, rad. 2009-00083-01). 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el referido auto 124, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normativa jurídica.

6. En consecuencia, del asunto ha debido conocer un juez con categoría de circuito y en este caso, el Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, al que debería ser remitido el asunto. Sin embargo, se presentó una circunstancia extraordinaria que justifica además adoptar otra decisión. 
Como ya se dijo, con ocasión al conflicto de competencia suscitado, se ordenó la remisión de las diligencias a una Sala Mixta para que lo definiera, a pesar de lo cual el expediente se asignó por reparto al Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, quien sin percatarse de que el citado conflicto no se había resuelto, procedió a definir la cuestión con sentencia de primera instancia; impugnada esta, el proceso correspondió por reparto a otro magistrado que decidió declarar la nulidad de todo lo actuado y enviar la actuación a esta Sala Mixta con el fin de que se pronunciara sobre aquella colisión de competencia.
8. En este contexto, considera la Sala que al haberse resuelto ya el asunto con sentencia de primera instancia, por un juez con categoría de circuito y por ende, con competencia para hacerlo, al margen del conflicto generado, debe continuarse con el trámite de la impugnación que se propuso respecto de aquella providencia.

Lo anterior en razón a que no se infringe la competencia del juez por el factor funcional; atendiendo los principios de economía, celeridad y eficacia que caracterizan esta especial acción constitucional y en razón a que quien reclama pretende el amparo es una persona sujeto de especial protección constitucional, debido a que se encuentra incapacitada para laborar y sin ingresos que le permitan atender su sustento. 
9. En consecuencia, se declarará que la competencia para conocer del asunto recaía en el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, pero no se le remitirá el expediente y se dispondrá hacerlo al Magistrado Edder Jimmy Sánchez Calambás, de la Sala Civil Familia de esta Corporación, para que resuelva la impugnación que se propuso frente a la sentencia de primera instancia, previa información de lo acontecido al Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo y al titular de aquel despacho judicial.

Por lo expuesto, la Sala Mixta No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 
1º Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que era el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el competente para asumir el conocimiento de la acción de tutela instaurada por el señor Víctor Hugo Flórez Salazar contra la Empresa de Servicio Aéreo a Territorios Nacionales -Satena-, la EPS Sanitas, el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir y la ARL Sura.  
(Continúa parte resolutiva providencia que resuelve conflicto de competencia radicado 66001-22-18-000-2017-00010-00)
2º Por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído, se ordena remitir el expediente al despacho del Magistrado Edder Jimmy Sánchez Calambás, de la Sala Civil Familia de este Tribunal, para que dé trámite a la impugnación que se formuló contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, que decidió en primera instancia la acción de tutela referida.
3o Dese cuenta de la decisión adoptada al Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo y al Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

4º Notifíquese este auto a las partes por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
� Sala de Casación Civil, auto del 29 de septiembre de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, expediente ATC6628-2016, radicación No. 11001-22-10-000-2016-00437-01 


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco; del 17 de agosto de 2016, MP. Luis Armando Tolosa Villabona y del 4 de mayo de 2017, MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo.


� Transcripción que corresponde a la última providencia citada en la anterior nota al pie
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